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SAL,A PRIMMA

Seec ión  Pr imera

E X C M O S .  S E Ñ O R E S :

Don

Franeiseo Tonás y \/aliente

Luis Díez-Píeazo y Ponee
de León

RrcURSO DE Ai|PARO NUM. 1494187

ASUNTO:  Arnparo  prornorz i -do  por
D O N  C A R L O S  J O S E  U R B A N O  G O N Z A -
L E Z

S O B R E :  f m p u g n a c i ó n  d e  S e n t - e n c i a
d e  l a  S e e e i ó n  2 a  d e  l a  A u d i e n -

e i a  P r o r z i n e i a l  d e  C ó , r d o b a  q u e
r e \ 2 6 ¿ S  1 a  d e l  J u z g a d o  d e  f n s t r u

Don

D o n  E u g e n i o  D í a z  E i m i l

c i ó n  ¡ o  4  y  e o n d e n ó  P o r  u n a  f a l
t a  d e  e o a e e i o n e s .

I.AI$I'ECEDH\TTES.

Primero: El 18 de noviembre de I9B7 tuvo entrada en el_

Registro del Tribunal Constitucional un escrito de don Lueiano Roseh \iadal,

Procurador de l-os Tribunales, quien en nornbre y rryesmt:ci&i de don Carlos

José Urbano Gonzál-ez interpone reeurso de amparo contra la sentencia de la

-Secclón Segunda de la Audiencia Provineial de Córdoba de 23 de oetubre de

1987 que revocó en apel_ación 1a del_ Juzgado de Instruceión núm. 4 de esa

capital y condenó aI recurrente en amparo por una falta de eoaceiones. Se

invoca Ia. violación de1 art. 24 de la Constitución.

v
¡

al-eqaciones:

@undo: La demanda se funda en los sigruientes heehos y

a) El actor ante este Tribunal, polieía Local del Ayunta-

míento de Córdoba, aetuando en el ejercicio de sus f-uneiones eI día 2L de
julio de 1986, dispuso Ia coloca-ción de un mecanismo inmovilizador al

r¡ehíeul-o Co-f392-o por entender que se eneontraba aparcado antirreglamenta.-

ríamente.
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b) EI propietario del vehíeulo denunció e1 hecho a1 Juzgado,

tramitándose juicio de faltas ante e1 Juez de Instrucción núm. 4 gue dictó

sentencia absolutoria el 15 de junio de l9B7 al no eonsj-derar Ia aetuación

de1 agente constitutiva de falta de coaceiones.

c) Interpuesto reeurso de apelación la Sección Segunda de la

Audiencia Provineial de Córdoba dictó Senteneia estimatoria de 23 de oetubre

de l9B7 y condenó al demandante de amparo como autor de una falta de eoac-

ciones a la pena de multa de 750 pesetas, con arresto sustitutorio de un día

y al pago de l-as costas correspondientes. La Safa entendió gue constituía

fafta penal la inmor¡ilización de un vehíeulo mal- apareado en lugar donde no

constituía peligro para fa eireufación o perturbación grave de la mj-sma

-posibilidad prevista en el art. 292 bis del Código de Circulación- conside-

rando gue la adopción de la referida medida era potestativa para e1 agente y

no obligatoria, según los términos del art. 292, II y IIf del Código de

Circulaeión. El recurso de a.'nparo se diriqe contra esta Senteneia..

Tlereero: El actor 
"ntienal 

crue la Senteneia de fa Audi-eneia

Pror¡incial de Córdoba ineurre en una doble rrulneración del art. 24 CE. De su

apartado primero, por eonculcarse el dereeho a la tutela judicial efeetiva

sin indefensión, eomo eonseeueneia de una falta de eongruencia entre fos

hechos declarados probados(inmovil-ización de un vehículo por un agente de la
policía Local en virtud de las atribueiones que le eonfiere el- art. 292 bis

deI Código de Cireulación en relación con 1os coches aparcados anterregla-

mentariamente pero que no perturben gravemente la circulación) y el fallo y

fundamentación jurídiea de la Sentencia, qlue se basa en 1o dispuesto en el

att. 292 ap. II y III del referido Código, preeepto que contempla un supues-

to distinto (l-a retirada del vehículo de la vía pública euando constituva

peligro o eausa perturbación grave).

Para el solicitante de amparo la Sentencia impugndada

vulnera también el- principio de presunción de inoeeneia grantizado en el

a,rt. 24.2 C.E., por cuanto dicha Sentencia le ha condenado sin ningn-rna prueba

de ea.rgo que haya evideneiado por un lado exceso o ertralimj-tación por su

parte en el eumplimi-ento de fas funeiones a que le autoriza la Ley (art. 292

bis del código de Circulación y ordenanza Municipal núm. 169 del Alruntamien-

to de córdoba); y, por otro lado, tampoco se ha aereditado mediante prueba

de eargo la eoneurreneia de ánimo doloso o eulposo en su aetuación, requisi-
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to necesario al estar exeluído de nuestro sistema punible Ia responsabilidad

objetiva.

Cuarto: EL 2L de diciembre se dictó provideneia, acordando

poner de manifiesto 1a posible existencia de la causa de inadmisibilidad que

regula el art. 50.2.b) de Ia Lorc, por cuánto fa demanda pudiera carecer de

eontenido constitueional-, concediéndose a tal- efecto el plazo eomún de diez

días al reeurrente y a1 Ministerío Fiscal para que formulen las alegaciones

que estimen pertinentes.

Orinto: El demandante soticitó l-a admisión a trámite del

reeurso, alegando, en eoineideneia eon el contenido de su demanda, que el

eontenido eonstitucional de ésta se aprecia, porqlre Ia senteneia de apela-

ción ineurre en la patente contradicción de revoea.r Ia de primera instancia

a pesa.r de haber aeeptado integramente sus antecedentes de heeho y sus

f-undamentos jurídicos, no está f-undada en Derecho por haeer referenci-a al

art. 292 del- cóaigo de fa Circula.eión, sin tener en cuenta que el supuesto

de hecho corresponde al art. 292 bis del mismo Código y rrulnera la presun-

ción de inoeencia, ya que no existe prueba de eargo acreditati-va de gue el

recurrente se hubiera extralimitado en el eumplimiento de su deber.

Sexto: El Ministerio Fiscal pide 1a inadmisión del recurso

eon base en que la senteneia no aplica el art. 292 del Código de Cireula-

eión, sino que l-o meneiona e interpreta para establecer que l-a i-nmoviliza-

ción del vehículo no era obligatoria, sino potestativa, no existi-endo, por

ello incongruencia, ya gue el Tribunal condena por la falta que fué objeto

de aeusaeión y en gue la presuneión de j-nocencia ha sido destruida por

prueba de eargo que demuestra el- hecho de haber el reeurrente inmovifizado

el vehíeulo, que es e1 que la senteneia valora como constitutivo de falta

por la cual eondena.

IT. FUNDAMET\ilOS JT]RIDTG)S

UNIO: La demanda de amparo eareee manifiestamente de

eonstenido constitueional, porque las rruIneraciones del dereeho a la tutela
judieial y de ]a presuneión de inoeencia garantizados por el art. 24.I v 2

0
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de la C., que imputa a l-a sentencia recurrida constituyen, en realidad, ---

simple discrepaneia sobre la deeisión def juez de apelaeión de no aoreciar

l-a eximente de obrar en r¡irt"ud de obedieneia debida , planteando, por lo

tanto, una euest-ión de ¡nera leqalidad desoror¡ista de relerzaneia eonst-itueio-

n a l .

El juez de primera instancia deelara probado el heeho,

reeonoeido y aceptado por el dernandant-e de amparo, de que éste, poli-eía

munieipal, aeordó la inmor¡ilización de un r¡ehír:ulo y dieta senteneia absolu-

i,oria por entender clue eoneurre fa eximente de obediencia dejcida a1 haber

obrado en eumpfimient-o de instrueeiones de sus superiores jerárquieos y

amparado por la ordenanza munieipal, mientras +re ef juez de apelaeión,

part-iendo del- mismo hecho, rechlaza dieha eximent-e eon fundamento en que la

inmqrziliTación del r¡ehículo al contrario de 1o que opina el Juez de primera

instaneia, es una medid¡, disr:reeional y no obligatoria, según 1o estableee

el-  art .292, apartados rI  y rr l  del  código de Cireufaeiín,V, en su eonse-

eueneia, eondena al acusado por la fafta de eoaeción prer¡i_sta y eastigada en

ef art .  585.54 de1 eódioo penal.

esa Oistinta r¡aloraeión jurídica que de fos heehos probados

han realizado diehos jueces no eonr¡i_erte en incongruente- fa senteneia del
juez de apelar:ión, sino en expresiva de un diserepaneia de eriterio, gue se

deseneuel¡¡e dent-ro de la potestad de juzgar que ef art. 117.3 de la c.,

eoneede por ign-ral , a arnbos órganos judiciales y que, obr¡iament-e, de,be

prerralecer sobre lo rnant_enido por e1 Juez de primera instaneia, sin gue a

este'nribunal eorresponda deeidir euál de esos diserepantes eriterios es el

acertado, pues el reeurso de amparo no es una tereera insf,aneia en el que

se pueda rerzisar 'la aplicación de l-a legalidad ordinaria realizada por ef
juez de apelaeión.

por l-a misma razón earece de referza¡ela constitueional 1a

alegaeión de gue la sentencia recurrida es ineongruente y jurídieament-e

infundada por haear rererencia al- art-. 292 de1 r:ódigo de cireula,eión y no a1

292 bis del mis'no r-ódigo, como pretende el aetor, pues 1a potest-ad jurisdi-

ceiona.l eoneede al juez la raeultad de etegir fas nornas jurídica.s a aplicar
y aquel preeept-o, util izado para atribuir af aeto de fa inmor¡ilizaeión un

earáeter potestatirro ereluyente de la obedieneia debida, no es ef titulo

legal por el que se eondena en euant-o que Ia senteneia apJ-iea, eorno tal , el-

art. 585.59 del código penal- en perfeeta eongrueneia eon lo solieitado por
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la aeusaeión.

Y, por último, habiéndose practieado prueba sobre el heeho

penalment-e perseguido, que en e1 supuesto contemplado es admitido sin

reser\/a alquna por el prooio demandante, es elaro gue no puede habfarse de

rziolaeión de la presunr:ión de inoceneia,ni siguiera eon refereneia al

elemento subjei,irzo de lo injusto, pues no evist-e t,al r¡iolación euando el
'¡ribunal-. 

"aDrer:iando según su eoneieneia las prue-bas praetieadas en el

juieio" -art-. 74I de la L.E.Cr.- llega al eonr¡eneimiento de la eulpabitidad

del ar-usado, por eonsiderarlo aut-or de un hecho que fa ley penal tipifiea

como del-ito o falta y eulpable del 'nismo en r¡irtud de pruebas que le propor-

cionan fundamento para su eonr¡ieeión.

En ¡zirtud de lo expuesto, Ia Seceión deelara inadmisible el

presente reeurso de amparo.

Dado en Madrid a r¡eintinuer¡e de fe-brero de mif nor¡ecientos

oehenta y ocho.

L#
/h<Q-'?-q4t


